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SESIONES ORDINARIAS

SUMARIO: Tratado entre la República Argentina y
la República de Costa Rica sobre Ejecución de
Sentencias Penales, suscripto en Buenos Aires el
15 de agosto de 2001. Aprobación. (14-S.-2002.)

Dictamen de las comisiones

Honorable Cámara:

Las comisiones de Relaciones Exteriores y Cul-
to y de Legislación Penal han considerado el pro-
yecto de ley en revisión por el que se aprueba el
tratado entre la República Argentina y la Repúbli-
ca de Costa Rica, sobre Ejecución de Sentencias
Penales, suscripto el 15 de agosto de 2001; y, por
las razones expuestas en el informe que se acom-
paña y las que dará el miembro informante, acon-
sejan su sanción.

Sala de las comisiones, 20 de noviembre de 2002.

Jorge A. Escobar. – Margarita R.
Stolbizer. – Marcelo J. A. Stubrin. –
Alberto A. Coto. – Atilio P. Tazzioli. –
Mario H. Bonacina. – Luis A. R.
Molinari Romero. – José L. Fernández
Valoni. – José A. Mirabile. – María del
C. Alarcón. – Angel E. Baltuzzi. –
Daniel A. Basile. – Jorge O. Casanovas.
– Luis F. Cigogna. – Hernán N. L.
Damiani. – Marta I. Di Leo. – María del
C. Falbo. – José R. Falú. – Víctor M. F.
Fayad. – Fernanda Ferrero. – Rubén H.
Giustiniani. – Rafael A. González. –
Julio C. Gutiérrez. – Gracia M.
Jaroslavsky. – Juan C. López. – Carlos
Martínez. – Ricardo A. Patterson. –
Carlos A. Raimundi. – Oliva Rodríguez
González. – Jesús Rodríguez. – Gabriel
L. Romero. – Héctor R. Romero. – Juan
M. Urtubey. – Ricardo H. Vázquez. –
Jorge A. Villaverde. – Cristina Zuccardi.

2002

ORDEN DEL DIA Nº 1780

COMISIONES DE RELACIONES EXTERIORES
Y CULTO Y DE LEGISLACION PENAL

Impreso el día 29 de noviembre de 2002

Término del artículo 113: 10 de diciembre de 2002

Buenos Aires, 14 de marzo de 2002.

Al señor presidente de la Honorable Cámara de
Diputados de la Nación, don Eduardo O.
Camaño.

S/D.

Tengo el honor de dirigirme al señor presidente,
a fin de comunicarle que el Honorable Senado, en
la fecha, ha sancionado el siguiente proyecto de ley,
que paso en revisión a esa Honorable Cámara:

El Senado y Cámara de Diputados,...

Artículo 1° – Apruébase el Tratado entre la Re-
pública Argentina y la República de Costa Rica so-
bre Ejecución de Sentencias Penales, suscrito en
Buenos Aires el 15 de agosto de 2001, que consta
de dieciocho (18) artículos, cuya fotocopia autenti-
cada forma parte de la presente ley.

Art. 2° – Comuníquese al Poder Ejecutivo.
Saludo a usted muy atentamente.

MARCELO E. LÓPEZ ARIAS.
Juan J. Canals.

TRATADO ENTRE LA REPUBLICA ARGENTINA
Y LA REPUBLICA DE COSTA RICA SOBRE
EJECUCION DE SENTENCIAS PENALES

La República Argentina y la República de Costa
Rica, a quienes en lo sucesivo se les denominará
“Las Partes”;

DESEANDO fomentar la colaboración mutua en ma-
teria de ejecución de sentencias penales;

ESTIMANDO que el objeto de la readaptación de las
personas sentenciadas en su incorporación a la vida
social, después de que han adquirido buena con-
ducta y realizado actividades de diversa naturaleza
en los centros de readaptación, que les permitan ac-
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tuar de manera consecuente en el entorno de nues-
tros países;

CONSIDERANDO que para el logro de ese objetivo
es conveniente dar a los nacionales que se encuen-
tran privados de su libertad en el extranjero o en ré-
gimen de libertad condicional, de condenas de eje-
cución condicional o de otras formas de supervisión
sin detención como resultado de la comisión de un
delito, la posibilidad de cumplir la condena dentro de
su país, ya que mediante el acercamiento familiar y la
posibilidad de vivir conforme a las costumbres de su
país, se propicia su reinserción social;

Han convenido lo siguiente:
ARTICULO I

Definiciones

Para los fines de éste Tratado se entiende que:
a) “Estado Sentenciador” es el Estado Parte cuya

autoridad judicial impuso la condena y del cual la
persona sentenciada debe ser trasladada;

b) “Estado Receptor” es el Estado Parte al que la
persona sentenciada debe ser trasladada;

c) “Sentencia” es la decisión judicial definitiva
que se impone a una persona, como resultado de la
comisión de un delito, la privación de libertad o res-
tricción de la misma, ya sea que esta última consis-
ta de un régimen de libertad condicional, de conde-
na de ejecución condicional o de otras formas de
supervisión sin detención. Se entiende que una sen-
tencia es definitiva cuando no esté pendiente re-
curso legal alguno contra ella en el Estado Senten-
ciador y que el término previsto para interponer
dicho recurso haya vencido, excepto el recurso de
revisión;

d) “Persona sentenciada” es la persona que en
el territorio de uno de los Estados Parte cumple una
sentencia en los términos del inciso anterior.

ARTICULO II

Alcance

1. Las penas impuestas en la República Argenti-
na a nacionales de Costa Rica, podrán ser ejecuta-
das en establecimientos penales de este país o bajo
la vigilancia de sus autoridades, de conformidad
con las disposiciones del presente Tratado.

2. Las penas impuestas en Costa Rica a naciona-
les de la República Argentina, podrán ser ejecuta-
das en establecimientos penales de este país o bajo
la vigilancia de sus autoridades, de conformidad
con las disposiciones del presente Tratado.

ARTICULO III

Autoridad coordinadora

Para asegurar el debido cumplimiento de la eje-
cución de las sentencias penales entre las Partes,
la República Argentina designa como autoridad
coordinadora al Ministerio de Justicia y Derechos
Humanos y Costa Rica designa como tal al Poder
Judicial, en cabeza del Juez de Ejecución de la Pena.

Queda debidamente establecido que toda comuni-
cación se realizará por la vía diplomática.

ARTICULO IV

Condiciones para la aplicación

El presente Tratado se aplicará únicamente bajo
las siguientes condiciones:

1. Que los actos u omisiones que han dado lugar
a la sentencia penal, sean también punibles en el
Estado Receptor, aunque no exista identidad en la
tipificación.

2. Que la persona sentenciada sea nacional del
Estado Receptor. En el momento de la presentación
de la solicitud de traslado, la persona sentenciada
deberá acreditar fehacientemente, con documentos
públicos, su condición de nacional del Estado Re-
ceptor.

3. Que el delito por el cual la persona es senten-
ciada no sea de tipo político ni militar en el Estado
Receptor.

4. Que la sentencia impuesta a la persona sen-
tenciada pueda ser cumplida o ejecutada en el Es-
tado Receptor.

5. Que la sentencia mediante la cual se impuso la
sanción en ejecución se encuentre firme y que no
exista causa legal alguna que impida la salida de la
persona sentenciada del territorio nacional. Se en-
tenderá que existe sentencia firme y definitiva en
los términos que señala el artículo 1, inciso c) del
presente Tratado. Constituye impedimento para au-
torizar el traslado, la solicitud de Extradición formu-
lada por un tercer Estado, que se encuentre en trá-
mite o que haya sido acordada.

6. Que la situación de la persona sentenciada no
sea agravada por el traslado.

7. Que la parte de la pena que faltare cumplir al
momento de efectuarse la solicitud sea payor de seis
meses.

8. Que la pena que este cumpliendo la persona
sentenciada tenga una duración determinada en la
sentencia condenatoria, no mayor a 50 años.

9. Que la aplicación de la sentencia no sea con-
traria al ordenamiento jurídico interno del Estado
Receptor.

10. Que la persona sentenciada otorgue expresa-
mente su consentimiento al traslado, con asisten-
cia letrada y ante las autoridades consulares corres-
pondientes, habiendo sido informado previamente
de las consecuencias legales del mismo.

1l. Que la condena a cumplir no sea la pena de
muerte, ni pena perpetua, así como tampoco pueda
ser sometido a tortura u otros tratos o penas crue-
les inhumanos o degradantes.

12. Que la persona sentenciada haya cumplido
con el pago de multas, costas, reparaciones civiles
en la medida que le haya sido posible o, en su caso,
que garantice su pago a satisfacción del Estado
Sentenciador.
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ARTICULO V

Suministro de información

1. Las autoridades competentes informarán a toda
persona sentenciada nacional de la otra Parte so-
bre la existencia del Tratado, la posibilidad que le
brinda la aplicación del mismo y las consecuencias
junidicas que se derivarían de su traslado. Esta in-
formación también podrá ser proporcionada a la per-
sona sentenciada por los agentes consulares de su
país.

2. Las Partes mantendrán informada a la persona
sentenciada del trámite de su traslado, así como de
las decisiones adoptadas por cualquiera de las Par-
tes respecto de su solicitud de traslado. A tal fin,
las Partes facilitarán a las autoridades coordinado-
ras las informaciones que soliciten.

ARTICULO VI

Consentimiento de la persona sentenciada

1. El traslado de la persona sentenciada al Esta-
do Receptor sólo procederá a voluntad expresa de
la misma, manifestada por escrito con asistencia le-
trada y ante las autoridades consulares correspon-
dientes, para lo cual podrá contactar a la autoridad
competente del Estado Sentenciador, para solicitar
que se preparen los antecedentes y estudios de la
persona sentenciada.

2. Nada de lo dispuesto en el presente Tratado
impedirá que una persona sentenciada pueda pre-
sentar una solicitud para su traslado ante el Estado
Sentenciador o en el Estado Receptor.

ARTICULO VII

Procedimiento previo al traslado

1. Es potestad discrecional del Estado Sentencia-
dor autorizar el traslado y será igualmente facultad
discrecional del Estado Receptor aceptarlo.

2. Antes de efectuarse el traslado, el Estado Sen-
tenciador permitirá al Estado Receptor veríficar, si
lo desea, a través del correspondiente funcionario
consular, que la persona sentenciada haya dado su
consentimiento con pleno conocimiento de las con-
secuencias legales del mismo.

3. Al tomar la decisión relativa al traslado de una
persona sentenciada, las Partes podrán considerar,
entre otros factores, la posibilidad de contribuir a
su rehabilitación social; la gravedad del delito; sus
antecedentes penales; su estado de salud y los vín-
culos familiares, sociales o de otra índole que
tuviere en Ambas Partes.

4. Si la persona sentenciada solicita su traslado
ante la autoridad coordinadora del Estado Senten-
ciador y éste lo considera procedente, transmitirá
una solicitud en ese sentido por los canales diplo-
máticos a la autoridad del Estado Receptor.

5. Si la autoridad del Estado Receptor acepta la
solicitud, lo comunicará sin demora al Estado Sen-
tenciador e iniciará los procedimientos necesarios

para efectuar el traslado de la persona sentenciada.
Si no lo acepta, lo hará saber sin demora a la autori-
dad del Estado Sentenciador.

6. Si la persona sentenciada solicita su trasla-
do ante la autoridad coordinadora del Estado Re-
ceptor, éste podrá solicitar a la autoridad coordi-
nadora del Estado Sentenciador que se preparen
los antecedentes y estudios correspondientes del
mismo.

7. Si el Estado Sentenciador considera proceden-
te la solicitud de traslado de la persona sentencia-
da, comunicará dicha resolución al Estado Recep-
tor para que, cumplidas las formalidades intemas,
se efectúe la entrega a éste.

8. El Estado Sentenciador deberá acreditar, si lo
solicita el Estado Receptor, que la persona senten-
ciada conoce las consecuencias legales que impli-
ca el traslado y que otorga libremente su consenti-
miento para que se lleve a cabo.

ARTICULO VIII

Negativa al traslado

1. Cuando el Estado Sentenciador no apruebe el
traslado de una persona sentenciada, comunicará
su decisión de inmediato al Estado Receptor expli-
cando el motivo de su negativa, si lo considera apro-
piado. Cuando se modifiquen las condiciones que
sirvieron de base a la negativa del traslado, cual-
quiera de las Partes podrá solicitar de nuevo el tras-
lado de la persona sentenciada.

2. Si después de cumplir su condena la perso-
na sentenciada trasladada reincide en la comisión
de un delito en el territorio del Estado Sentencia-
dor, este último podrá negar cualquier solicitud de
traslado de la persona sentenciada formulada por
el Estado Receptor o por la misma persona sen-
tenciada.

ARTICULO IX

Documentacion justificativa

1. El Estado Receptor acompañará a la solicitud
de traslado:

a) Un documento que acredite que la persona
sentenciada es nacional de dicho Estado;

b) Una copia certificada de las disposiciones le-
gales de las que resulte que los actos u omisiones
que han dado lugar a la condena constituyen tam-
bién un delito en el Estado Receptor;

c) Información acerca de los factores pertinentes
y la probabilidad de que el traslado contribuya a la
inserción social de aquél, tomando en cuenta as-
pectos como edad, los vínculos de residencia en el
territorio, relaciones familiares u otros motivos, en
el Estado Receptor; y

d) Información aproximada acerca de cómo se
cumplirá la condena en dicho Estado Receptor, es-
pecialmente referida a la modalidad y tiempo.

2. El Estado Sentenciador acompañará a su soli-
citud de traslado:
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a) Una copia certificada de la sentencia, hacien-
do constar que es firme y el tiempo de condena que
reste cumplir a la persona sentenciada;

b) Una copia certificada de las disposiciones le-
gales aplicables;

c) La indicación de la duración de la pena y el
tiempo ya cumplido;

d) Un documento en el que conste el consentimien-
to de la persona sentenciada para el traslado; y

e) Información sobre la índole y gravedad del de-
lito, los antecedentes penales de la persona senten-
ciada, las condiciones de salud de éste y cualquier
información adicional que pueda ser útil a las auto-
ridades del Estado Receptor.

3. Cualquiera de las Partes podrá, antes de for-
mular una solicitud de traslado, solicitar a la otra
Parte los documentos e información a que se refie-
ren los párrafos 1 y 2 de este artículo.

ARTICULO X

Entrega y gastos del traslado

1. Aprobado el traslado, las Partes convendrán
el lugar y la fecha de la entrega de la persona sen-
tenciada y la forma como se hará efectiva. El Esta-
do Receptor será el responsable de la custodia y
transporte de la persona sentenciada desde el mo-
mento de la entrega.

2. Todos los gastos relacionados con el traslado
de la persona sentenciada hasta la entrega para su
custodia al Estado Receptor serán por cuenta del
Estado Sentenciador.

3. El Estado Sentenciador, no tendrá derecho a
reembolso alguno por los gastos efectuados con
motivo del cumplimiento de la ejecución de la con-
dena de la persona sentenciada.

4. El Estado Receptor se hará cargo tanto de los
gastos de traslado, desde el momento en que la per-
sona sentenciada quede bajo su custodia, como de
los gastos de la ejecución de la sentencia sin dere-
cho a reembolso posterior alguno.

ARTICULO XI

Jurisdiccion del estado sentenciador

1. El Estado Sentenciador mantendrá jurisdicción
exclusiva con referencia a la sentencia impuesta y a
cualquier otro procedimiento que involucre revisión,
modificación o anulación de las sentencias dicta-
das por sus tribunales de justicia.

2. El Estado Sentenciador conservará, asimismo,
la facultad de conceder indultos, anmistía o gracia
a la persona sentenciada.

3. El Estado Receptor al recibir la notificación de
cualquier decisión al respecto, deberá instrumentar
de inmediato las medidas correspondientes.

ARTICULO XII

Jurisdicción del estado receptor
1. El cumplimiento de la sentencia de una perso-

na sentenciada se sujetará a las leyes y procedimien-

tos del Estado Receptor, incluyendo la aplicación
de toda disposición relativa a la reducción del pe-
ríodo de prisión por medio de libertad vigilada, li-
bertad condicional o cualquier otra forma alternati-
va a la prisión.

2. Ninguna pena de prisión será ejecutada por el
Estado Receptor, de tal modo que prolongue su du-
ración más allá de la fecha en que quedaría cumpli-
da, de acuerdo a los términos de la propia sen-
tencia.

3. Las autoridades coordinadoras de las Partes
intercambiarán cada seis meses informes sobre la eje-
cución de las sentencias de todas las personas tras-
ladadas conforme al presente Tratado, incluyendo en
particular, los relativos a beneficios concedidos a la
persona sentenciada de acuerdo con la legislación
interna de cada Parte. Las Partes podrán solicitar, en
todo momento, un informe especial sobre la ejecu-
ción de una sentencia en un caso particular.

4. Una persona sentenciada entregada para la eje-
cución de una sentencia conforme al presente Tra-
tado, no podrá ser detenida, procesada ni senten-
ciada en el Estado Receptor por el mismo hecho que
motivó la sentencia a ser ejecutada ni tampoco se
podrá convertir la pena en una sanción pecuniaria.
Asimismo la persona trasladada no podrá ser dete-
nida, procesada ni sentenciada por cualquier otro
delito cometido con anterioridad al traslado, salvo
que se acuda a las diligencias de extradición. El Es-
tado Receptor no ejecutará acción penal en contra
de la persona sentenciada por cualquier delito res-
pecto del cual el ejercicio de la acción penal no se-
ría posible, conforme a las leyes de ese Estado.

5. El que una persona sentenciada haya sido tras-
ladada conforme a lo establecido en este Tratado,
no afectará sus derechos civiles en el Estado Re-
ceptor más allá de lo que pudiera afectarla, confor-
me a las leyes del Estado Receptor por el hecho mis-
mo de haber sido objeto de una condena en el
Estado Sentenciador.

ARTICULO XIII

Aplicación del tratado en casos especiales

1. El presente Tratado también podrá aplicarse a:

a) Menores de edad sujetos a vigilancia u otras
medidas impuestas de conformidad con las leyes del
Estado Sentenciador, ello siempre que se demues-
tre la conveniencia del traslado a los fines de su
readaptación; y

b) A personas declaradas inimputables a efectos
de su tratamiento en el Estado Receptor. Las Partes
acordarán, de conformidad con su derecho interno,
el tipo de tratamiento a que serán sometidas dichas
personas.

2. Para el traslado deberá obtenerse el consenti-
miento de quién esté legalmente facultado para otor-
garlo.

3. Ninguna disposición de este Tratado se inter-
pretará en el sentido de limitar a la facultad que las
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Partes pueden tener para conceder o negar el tras-
lado de la persona sentenciada.

ARTICULO XIV

Falsificación de documentos

En caso de que alguna persona sentenciada haya
utilizado documentación falsa de un nacional del
Estado Receptor, para obtener el traslado hacia el
territorio de una de las Partes, la autoridad coordi-
nadora de ese Estado realizará los ajustes necesa-
rios para que la persona sentenciada retorne al Es-
tado Sentenciador y termine de cumplir su condena
conforme a la sentencia que le fue impuesta, suje-
tándose a las consecuencias jurídicas que originen
su conducta.

ARTICULO XV

Tránsito

Si la persona sentenciada, al ser trasladada, tu-
viera que atravesar el territorio de un tercer Estado,
éste deberá ser notificado mediante el envío de la
resolución que concedió el traslado por el Estado
bajo cuya custodia se efectuará el mismo. En tales
casos, el Estado de tránsito podrá o no otorgar su
consentimiento al paso de la persona sentenciada
por su territorio.

ARTICULO XVI

Adecuación al derecho interno

Las Partes se comprometen a adoptar las medi-
das legislativas necesarias y establecer los proce-
dimientos administrativos adecuados para el cum-
plimiento de los propósitos de este Tratado.

ARTICULO XVII

Aplicación
Este Tratado será aplicable al cumplimiento de

sentencias dictadas con anterioridad o con poste-
rioridad a su entrada en vigor, siempre que favorez-
ca a la persona sentenciada.

ARTICULO XVIII

Disposiciones finales

El presente tratado deberá ser ratificado y entra-
rá en vigor en la  fecha en que se produzca el inter-
cambio de los respectivos instrumentos de ratifi-
cación.

Este Tratado tendrá una duración indefinida y
cualquiera de las Partes podrá denunciarlo median-
te notificación escrita a través de la vía diplomáti-
ca. La denuncia será efectiva sesenta días después
de haberse efectuado dicha notificación.

Hecho en la ciudad de Buenos Aires, República
Argentina, el 15 de agosto de 2001, en dos ejempla-
res originales, en idioma español, siendo ambos
igualmente auténticos.

          Por la                                     Por la República
República Argentina                           de Costa Rica

INFORME

Honorable Cámara:

Las comisiones de Relaciones Exteriores y Culto
y de Legislación Penal al considerar el proyecto de
ley en revisión por el cual se aprueba el Tratado
entre la República Argentina y la República de Costa
Rica sobre ejecución de sentencias penales, suscri-
to en Buenos.Aires el 15 de agosto de 2001, cuyo
dictamen acompaña este informe y que se somete a
la sanción definitiva de esta Honorable Cámara, han
aceptado el espíritu de la sanción del Honorable Se-
nado, así como el de su antecedente, el mensaje del
Poder Ejecutivo y acuerdan en que resulta innece-
sario agregar otros conceptos a los expuestos en
ellos.

Jorge A. Escobar.

MENSAJE DEL PODER EJECUTIVO

Buenos Aires, 8 de noviembre de 2001.

Al Honorable Congreso de la Nación:
Tengo el agrado de dirigirme a Vuestra Honora-

bilidad con el objeto de someter a su consideración
un proyecto de ley tendiente a la aprobación del
Tratado entre la República Argentina y la Repúbli-
ca. de Costa Rica sobre ejecucion de sentencias pe-
nales, suscripto en Buenos Aires el 15 de agosto
de 2001.

El propósito del presente Tratado es dar a los na-
cionales que se encuentran privados de su libertad
en el extranjero la posibilidad de cumplir la conde-
na dentro de su país, ya que mediante el acerca-
miento familiar y la posibilidad de vivir conforme a
las costumbres de su país, se propicia su reinserción
social.

Por el presente Tratado, las penas impuestas en
la República Argentina a nacionales de la Repúbli-
ca de Costa Rica, podrán ser ejecutadas en estable-
cimientos penales costarricenses y las penas im-
puestas en la República. de Costa Rica a nacionales
de la República. Argentina, podrán ser ejecutadas
en establecimientos penales argentinos, de confor-
midad con las disposiciones del presente Tratado.

Para asegurar el debido cumplimiento de la eje-
cución de las sentencias penales entre las Partes,
la República Argentina designa como autoridad
coordinadora al Ministerio de Justicia y Derechos
Humanos.

Según lo dispuesto, el presente Tratado se apli-
cará únicamente bajo las siguientes condiciones: que
los actos u omisiones que han dado lugar a la sen-
tencia penal, sean también punibles en el Estado
Receptor; que la persona sentenciada sea nacional
del Estado Receptor; que el delito por el cual la per-
sona es sentenciada no sea de tipo político ni mili-
tar en el Estado Receptor; que la sentencia impues-
ta a la persona sentenciada pueda ser cumplida o
ejecutada en el Estado Receptor; que la sentencia
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mediante la cual se impuso la sanción en ejecución
se encuentre firme y que no exista causa legal algu-
na que impida la salida de la persona sentenciada
del territorio nacional; que la situación de la perso-
na sentenciada no sea agravada por el traslado; que
la parte de la pena que faltare cumplir al momento
de efectuarse la solícitud sea mayor de seis (6) me-
ses; que la pena que esté cumpliendo la persona
sentenciada tenga una duración determinada en la
sentencia condenatoria, no mayor a cincuenta (50)
años; que la aplicación de la sentencia no sea con-
traria al ordenamiento jurídico interno del Estado
Receptor; que la persona sentenciada otorgue ex-
presamente su consentimiento al traslado; que la
condena a cumplir no sea la pena de muerte, ni pena
perpetua, como así tampoco pueda ser sometido a
tortura u otros tratos o penas crueles inhumanos o
degradantes; y que la persona sentenciada haya
cumplido con el pago de multas, costas, reparacio-
nes civiles en la medida que le haya sido posible o,
en su caso, que garantice su pago a satisfacción
del Estado Sentenciador.

Asimismo, es potestad discrecional del Estado
Sentenciador autorizar el traslado y será igualmen-
te facultad discrecional del Estado Receptor acep-
tarlo. Cuando el Estado Sentenciador no apruebe el
traslado de una persona sentenciada, comunicará
su decisión de inmediato al Estado Receptor expli-
cando el motivo de su negativa, si lo considera apro-
piado. Cuando se modifiquen las condiciones que
sirvieron de base a la negativa del traslado, cual-
quiera de las Partes podrá solicitar de nuevo el tras-
lado de la persona sentenciada.

La aprobación del presente Tratado, permitirá fo-
mentar la colaboración mutua entre la República Ar-
gentina y la Republica de Costa Rica en materia de
ejecución de sentencias penales.

Dios guarde a Vuestra Honorabilidad.

Mensaje 1.444

FERNANDO DE LA RUA.
Chrystian G. Colombo. – Adalberto

Rodríguez Giavarini.


